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Resumen 

“Tipologías LAFTCOSO” es el nombre que recibe la clasificación de las 

diferentes técnicas empleadas por organizaciones criminales para el lavado de activos, 

la financiación del terrorismo, corrupción y soborno. En Colombia hay todo un 

compendio de normas de carácter institucional, que se dedica a prevenir, detectar y 

poner en conocimiento de la autoridad correspondiente las operaciones irregulares o 

sospechosas de esta naturaleza, que puedan presentarse en diferentes actividades y 

sectores económicos.  

     Asimismo, en el sector privado hay actores que contribuyen significativamente a la 

lucha contra estos flagelos: los servicios de vigilancia y seguridad privada son uno de 

ellos. Pero la responsabilidad de éstos va más allá de la prevención de riesgos 

LAFTCOSO en las empresas que son sus clientes; a nivel interno, los servicios de 

vigilancia y seguridad privada deben implementar sistemas que regulen eventos de 

filtración de estos delitos.  

     El presente ensayo tiene por objetivo exponer generalidades sobre las tipologías 

LAFTCOSO en el contexto nacional para profundizar, después, en el deber de 

administración del riesgo por parte de los servicios de vigilancia y seguridad privada, en 

las dos vías expuestas. 
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Abstract 

LAFTCOSO Typologies is the name given to the classification of the different 

techniques used by criminal organizations for money laundering, terrorist financing, 

corruption and bribery. In Colombia, there is an entire compendium of institutional 

regulations on the prevention, detection and reporting of irregular or suspicious 

transactions of this nature to the relevant authority, which may be presented in different 

activities and economic sectors. 

In the private sector, there are also actors that contribute significantly to the fight 

against these scourges: private security and surveillance services are one of them. But 

the responsibility of these goes beyond the LAFTCOSO risk prevention in the 

companies that are their clients; At the internal level, the surveillance and private 

security services must implement systems to regulate leakage of these crimes. 

The aim of this essay is to present general information on the LAFTCOSO 

typologies in the national context, and then to deepen the duty of risk management by 

the private security services, on both exposed pathways. 
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1. Introducción 

 

 

     Según la Unidad de Información y Análisis Financiero de Colombia, UIAF, el lavado 

de activos es un delito tipificado en el Artículo 323 del Código Penal y consiste en dar 

apariencia de legalidad fondos provenientes de actividades como el narcotráfico, la 

trata de personas, el secuestro extorsivo, el fraude aduanero o los delitos contra la 

administración pública, por citar solo algunos (UIAF). El lavado de activos tiene la 

particularidad de valerse de tipologías y modalidades muy variadas, que por lo general 

involucran a una red de individuos: dentro de la organización criminal, de la empresa 

cómplice (por lo general, fachada), del mercado cambiario (cuando se trata de 

operaciones de comercio exterior), del sector financiero o el aduanero y otros 

eslabones de la cadena. En el sector de la Seguridad Privada, este tipo de conductas 

se asocian también con la corrupción y el soborno, de hecho en la Circular Externa No. 

8 de 1 de marzo de 2011 y el anexo Circular Externa No. 465 de 2 de Noviembre de 

2017complementaria a la anterior, lo incluye de esa manera. 

     La Asociación Bancaria y de Entidades Financieras de Colombia, Asobancaria, 

reportó que las actividades o sectores económicos más aprovechados por las 

organizaciones criminales para cometer este delito son el contrabando, el sector 

inmobiliario/la propiedad de la tierra y la inclusión financiera (Cortés, 2013). Esto 

responde a características específicas en cada caso.  

     El contrabando, aunque genere una doble condición de ilegalidad -“blanquear” 

dinero ilícito a través de otra actividad ilícita-, es el nicho ideal para las organizaciones 

criminales pues permite grandes operaciones de lavado de activos y/o de acumulación 

de capital para la financiación del terrorismo a través del pago en especie 

(MinHacienda, DIAN & UIAF. 2006): el dinero producto de la actividad ilegal ingresa al 

país a través de mercancías de contrabando, que tienen gran movimiento de venta, 

facilidad de comercialización y producen ganancias voluminosas. E incluso, según la 

Policía Fiscal y Aduanera, POLFA, se da un proceso más literal en el cual el dinero en 

efectivo ingresa vía contenedores: según esta dependencia de la Dirección Nacional de 

Impuesto y Aduanas, DIAN, “solo se revisan en puertos el 7% de las mercancías que 



ingresan al país” (Cortés, 2013) a falta de herramientas tecnológicas que permitan 

revisar los cargamentos sin abrirlos. Otra tipología se da a través de la exportación 

ficticia de bienes o servicios que, además del componente de evasión fiscal, beneficia a 

las empresas criminales a partir del cambio de divisas a moneda local.  

     Por otro lado, el sector inmobiliario y el acceso a la tierra en Colombia son focos 

para la práctica de este delito pues permiten “blanquear” dinero a través de una 

operación sencilla de compra de bienes raíces. Por lo general, las organizaciones 

criminales realizan estas operaciones en efectivo, pagando sumas mayores a las que 

estipula el mercado inmobiliario. Además de la consecuente especulación en los 

precios -que afecta a los compradores y al gremio- las cifras de extinción de dominio en 

Colombia han aumentado por cuenta de estas operaciones y son indicadores de un 

fenómeno creciente. 

     Particularmente, la compra o apropiación violenta de terrenos bajo testaferrato -un 

delito tipificado en el Artículo 326 del Código Penal- ha sido un mecanismo utilizado por 

los grupos armados ilegales para lavar dinero y seguir financiando su accionar. En el 

marco de la extinción de dominio, para 2013 se tuvo registro de esta definición judicial 

de la Fiscalía sobre 56.000 hectáreas que habían sido despojadas por la antigua 

guerrilla de las FARC y puestas a nombre de Darío Polanía y Luz Cecilia Espinosa, 

quienes se usufructuaron -a título de la organización armada- a través de la actividad 

ganadera (Cortés, 2013). 

     No sólo la apropiación de la tierra ha servido para blanquear dinero y financiar el 

terrorismo, también las empresas legalmente constituidas han propiciado la 

construcción de la dupla criminal: el testaferrato intrínsecamente ligado al lavado de 

activos y ambas actividades como propulsoras de la guerra en Colombia.  

     Dada la coyuntura del proceso de paz con las FARC, ha salido a la luz la naturaleza 

de empresas en manos de testaferros de esta guerrilla. El escándalo más reciente fue 

el de tres cadenas de supermercados que funcionaron en los departamentos de 

Cundinamarca, Tolima y Quindío: 

El rápido crecimiento de los supermercados alertó a las autoridades 

inmediatamente y fue una de las claves para detectar los movimientos ilícitos, 

pues entre el año 2006 y el 2016 pasaron de tener $1.500 millones a $30.000 



millones y además, los precios de los productos eran muy inferiores a los de los 

locales legales. "Un kilo de lulo era vendido a $1.900 pesos mientras que en el 

comercio legal se consigue a $4.000 pesos". (El Espectador, 2018). 

     Cabe anotar que a pesar de que el foco esté sobre las extintas FARC y la fortuna 

que encubrieron a través de este mecanismo, todos los grupos armados financiaron su 

accionar, potenciaron su maquinaria de muerte, a través de dineros supuestamente 

legales. 

      En ese sentido, es bien conocida la relación de las Cooperativas de Vigilancia y 

Seguridad Privada CONVIVIR, que nacieron por medio del Decreto 356 de 1994 para la 

“autodefensa agraria”, y la consolidación de la estructura paramilitar conocida como 

Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en cabeza de los hermanos Vicente, Fidel y 

Carlos Castaño. Según el medio Pacifista, para 1997 la multinacional Chiquita Brands 

habría acordado los montos de los aportes por concepto de seguridad privada con los 

paramilitares -quienes gracias al decreto guardaban la figura de legalidad-. Este 

servicio incluiría “acabar con los sindicatos de la agroindustria del banano en el Urabá 

antioqueño” (Flórez, M., 2016).  

Entre ese año [1997] y 2004, cuando se desmovilizó el bloque Bananero de las 

AUC, la compañía le habría entregado a los ‘paras’ un millón 700 mil dólares en 

aportes. El cálculo lo hizo la misma empresa ante una corte federal de Estados 

Unidos (Flórez, M. 2016). 

     Tal es la magnitud de la implicación de las CONVIVIR y el brote paramilitar que 

sobre el ex gerente de seguridad de Banadex S.A. -otra comercializadora bananera del 

Urabá- pesan imputaciones como coautor de delitos de concierto para delinquir 

agravado y financiación, promoción y organización de grupos al margen de la ley, que 

habrían sido cometidos entre los años 1998 y 2004. (Comisión Intereclesial de Justicia 

y Paz, 2016).  

     Para finalizar el recuento de las actividades económicas más relacionadas con el 

lavado de activos y la financiación del terrorismo, la llamada inclusión financiera -la 

apertura que las entidades de este sector están fomentando para que haya cada vez 

más población bancarizada- implica riesgos de permeabilidad para el sistema 

financiero. El hecho de que más colombianos puedan acceder a los servicios de las 



entidades bancarias o que se abran cada vez más cuentas de ahorro -con menos 

requisitos previos- abre el espectro para la inserción de esos fondos ilegales a través 

de la manipulación de los titulares de las cuentas, o su complicidad. 

     El lavado de activos mueve 18 billones de pesos al año, es decir, el 3% del PIB y 

algo más que la cuarta de parte de la recaudación de impuestos prevista para 2019. Es 

una cifra escandalosa que tiene gran impacto en el sector productivo pues es el reflejo 

de una economía subterránea que lava sus fondos a través la evasión impuestos -

mediante las tipologías relacionadas con el contrabando- y el desfalco al sistema 

tributario que es, finalmente, la fuente del funcionamiento y desarrollo económico del 

Estado; además, refleja unas prácticas que abren mercados con los que no logra 

competir el comercio legal, lo que perpetúa las empresas criminales, la corrupción en 

cargos públicos y la legalización de fortunas de procedencia criminal, muchas veces 

sanguinaria. 

 

 

2. Sistema de Administración del riesgo LAFT en los servicios de vigilancia y 

seguridad privada 

     Como se mencionó al inicio de este trabajo, los servicios de vigilancia y seguridad 

privada tienen una doble condición en el contexto de la prevención de lavado de activos 

y financiación del terrorismo. Por un lado, deben participar de este proceso en las 

empresas que los contratan: sus clientes, usuarios o beneficiarios. Por el otro, 

internamente deben construir e implementar los sistemas de administración y 

prevención del riesgo que ordena la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 

Privada, adscrita al Ministerio de Defensa, lo que los convierte en vigilantes vigilados. 

Es por ello que la relación con el cliente, el conocimiento del mismo (de los riesgos 

paralelos a su razón social) es decisiva a la hora de operar en los márgenes de la 

legalidad. 

     De acuerdo con la Circular Complementaria 456 de 2017 de la SuperVigilancia, las 

empresas y cooperativas de vigilancia y seguridad privada, los Servicios Especiales, 

Servicios Comunitarios, Servicios con Armas, Servicios sin Armas, Escuelas de 

Capacitación y Entrenamiento, Departamentos de Seguridad, Servicios de Asesoría, 



Consultoría e Investigación de Seguridad y las Empresas dedicadas a la Fabricación, 

Instalación, Comercialización y Utilización de Equipos para la Vigilancia y la Seguridad 

Privada deben administrar los riesgos LAFT derivados de las actividades de las 

empresas que las contratan (SuperVigilancia, 2017). 

     Para este fin, dichos documentos estipulan la construcción de un Sistema Integral 

de Prevención de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo (SIPLAFT) que 

debe ser adaptado según las actividades de cada empresa en un manual y articulado 

con otras entidades reportantes1 -como la aduanera, la financiera o la real- según sea 

el caso. El SIPLAFT traza una manual de procedimientos y políticas “sobre las 

transacciones comerciales, la información de personas domiciliadas en distintos países 

incluidos los llamados paraísos fiscales, y la capacitación de empleados en materia de 

LA/FT” (Portafolio, 2017) al interior de las empresas. Además, regula el reporte de las 

operaciones inusuales y/o sospechosas y reglamenta la conservación por parte del 

servicio de vigilancia y seguridad privada de los archivos de las empresas, durante un 

mínimo de cinco años en caso de que sean requeridos por las autoridades.  

  

     La Circular Externa 008 de 2011 de la SuperVigilancia señala los lineamientos que 

los servicios de vigilancia y seguridad privada deberán acoger para la implementación 

interna de sistemas de administración del riesgo (SARLAFT). Esta demanda surge del 

reconocimiento que hace la Superintendencia del papel de las empresas de este sector 

“dentro de la cadena de suministros y el alto riesgo presente en eventos de filtración de 

casos LA/FT” (Compliance, 2018) por la manipulación de armamento y material de 

intendencia, factores que las hacen susceptibles a estar involucradas en eventos de 

tráfico y violencia. La situación se hace aún más compleja si se tiene en cuenta que 

una de cada tres empresas de vigilancia y seguridad privada en Colombia es ficticia 

(Dinero, 2017) y que, en el ámbito militar, el país se encuentra en un escenario de 

transición al posconflicto, en el cual el control al acceso de armamento y municiones 

será clave en el proceso de pacificación de los territorios. 

 

                                                 
1 Aquellas que tienen por obligación -de ley o reglamento- reportar operaciones inusuales o sospechosas a la Unidad 

de Información y Análisis Financiero (UIAF). 



     Asimismo, el SIPLAFT tiene como característica, el  enfoque basado en riesgo, 

entendido éste riesgo, como la posibilidad de pérdida o daño que puede sufrir una 

entidad vigilada por su propensión a ser utilizada directamente o a través de sus 

operaciones como instrumento para el lavado de activos y/o canalización de recursos 

hacia la realización de actividades terroristas, o cuando se pretenda el ocultamiento de 

activos provenientes de dichas actividades (SuperVigilancia, 2011). 

 

 Si bien es cierto, SIPLAFT y  SARLAFT consideran realizar una serie de 

actividades para el cumplimiento de requisitos, el enfoque está basado en riesgos; en 

ese sentido la aproximación a los controles está alineada con la cláusula de tratamiento 

de la norma ISO 31000. Siendo consecuente, la norma de gestión de riesgos, 

considera aspectos de orden lógico para abordar el problema: 

1. Comunicación y Consulta, implica tener (y mantener) un contacto fluido y 

permanente con las partes interesadas como (clientes, usuarios, usuarios 

finales, socios de la cadena de suministro y la contratación externa, autoridades 

competentes, comunidades locales, organizaciones no gubernamentales y 

organizaciones internacionales, medios de comunicación, entre otros)  (NTC ISO 

18788, 2018) 

2. Contexto, el ambiente donde se desarrolla la operación de la empresa 

prestadora de servicio, está definido por aquellas condiciones en la que debe 

funcionar, pero no dependen de esta como el ambiente social y cultural, político, 

legal, reglamentario, financiero, tecnológico, económico, natural y competitivo, 

bien sea internacional, nacional, regional o local, entre otros (ISO 31000). 

Algunas técnicas como DOFA, PESTEL, Tormenta de Ideas, Técnica Delphi, 

podrían ser utilizadas para definir el contexto interno, mientras que el contexto 

interno, está definido por aquellas condiciones que sientan bajo el dominio de la 

organización, como  gobierno, estructura de la organización, funciones y 

responsabilidades; políticas, objetivos y las estrategias implementadas para 

lograrlos; capacidades, entendidas en términos de recursos y conocimientos (por 

ejemplo capital, tiempo, personas, procesos, sistemas y tecnologías), entre 

otras. Una amplia y detallada descripción de la operación en estos contextos 



permite dar claridad sobre los riesgos a los que está expuesta la organización en 

términos de LAFTCOSO. 

3. Alcance, este está definido particularmente por, (SEMOMECAU) Servicio, 

Modalidad, Medio, Característica y Ubicación. 

 

Cada una de estas combinaciones podría destacar tipologías, riesgos, 

probabilidades y consecuencias  de LAFTCOSO. 



 

4. Criterios, para establecer un método de identificación de riesgos, factores de 

probabilidad, factores de consecuencia, niveles de riesgos, niveles de tolerancia  

y sugerencias de tratamiento  

5. Identificación de Riesgos, la combinación SEMOMECAU, establece  escenarios 

en la prestación del servicio, verbos rectores (adquiera, invierta, transforme, 

entre otros) más los delitos fuente (tráfico de migrantes, trata de personas, 

extorsión, tráfico de armas, entre otros)  más delitos conexos (actividades 

terroristas, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, 

delitos contra el sistema financiero, delitos contra la administración pública, 

contrabando), provee oportunidades para definir un catálogo de riesgos o de 

tipologías 

6. Análisis de Riesgos, cada uno de los riesgos identificados debe analizarse 

desde los factores de la probabilidad donde  estos deben revisarse frente a los 

controles existentes y  ponderarse en relación con su importancia,   y de la 

consecuencia considerando el grado de afectación a las partes interesadas; una 

combinación razonable de probabilidad y consecuencia determinan el nivel de 

riesgo. 

7. Evaluación de riesgos; la aceptación, apetito, tolerancia; definen hasta donde la 

eficacia o necesidad de los controles, seguros, segmentación se consideran 

razonablemente admisibles. 

8. El tratamiento, determina la cantidad de controles que se requieren implementar 

y que corrijan las deficiencias encontradas en el cálculo de la probabilidad y de 

consecuencias,  a través de  fases de diseño y simulación,  e implementación y 

evaluación. 

9. Monitoreo y Revisión, Con la formulación de herramientas de inspección y 

programas de auditoria a manera de indicadores que permitan por un lado medir 

la gestión de la persona a cargo y por otro ser una señal de alerta cuando se 

presente un cambio o una desviación subestandar. 

 

 



    3. Tipologías LAFTCOSO en los servicios de vigilancia y seguridad  

 

3.1 Tarifas por debajo de las permitidas. 

La Supervigilancia a través de la Circular Externa No. 25 de 2019 

(Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, 2019) estableció una tarifa 

mínima con el propósito de garantizar el pago de los costos de la prestación del 

servicio de vigilancia privada y dejar un AIU (administración, imprevistos y utilidad)  

para la empresa prestadora de este tipo de servicios. Este AIU correspondiente al 10% 

que queda para la empresa incluye su utilidad, entonces ¿por qué sacrificar la utilidad 

en un negocio que según el artículo 2 del Decreto Ley No. 356 de 1994 es una 

actividad renumerada?  

 

3.2  Ofrecimiento de valores agregados a precios irrisorios.  

Así mismo, la SVSP mediante la misma Circular Externa No. 25 de 2019 

(Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, 2019) prohíbe de manera 

expresa el ofrecimiento de valores agregados a sus clientes en los cuales se prometen 

a precios irrisorios o que no corresponden al valor real en el mercado, equipos para la 

vigilancia y seguridad privada, no pudiendo sustentar de donde provienen los dineros 

que cubren esos saldos de valores agregados ofertados a valores inferiores.  

 

3.3  Ofrecimiento de beneficios económicos o en especie a título de 

reinversión. 

Así mismo no se entiende cómo, las empresas de vigilancia y seguridad privada 

sacrifican la utilidad esperada con la ejecución del contrato cuándo, a título de 

reinversión, las mismas ofrecen a sus clientes dinero, bienes u otro tipo de beneficios, 

con el fin de ser otorgados bien sea durante la ejecución del contrato o al finalizar el 

mismo, llegando a ofrecer en algunas oportunidades valores que superan el 10% del 

AIU, es decir, la ganancia esperada, no pudiendo en estas oportunidades sustentar el 

origen de los fondos que cubren los dineros con los cuales se paga dicha reinversión.  

 

 



3.4  Hipofacturación e Hiperfacturación. 

En este caso se pueden encontrar aquellas situaciones en las cuales las 

empresas de vigilancia prestan los servicios de vigilancia y, mediando acuerdo previo, 

no cobran la totalidad de la facturación a los clientes (hipofacturación), no pudiendo 

demostrar de donde proviene el dinero que cubre los valores de ejecución del contrato, 

suponiendo por tanto que dichos recursos provienen de lavado de activos.  

Igualmente se presentan aquellas situaciones en las cuales las empresas de vigilancia 

al momento de facturar los servicios que son prestados cobran más de la tarifa 

legalmente establecida (hiperfacturación), acordando con el cliente que ese mayor 

valor será transferido al cliente o a quien este manifieste, promoviendo de esta manera 

delitos fuente de la corrupción.   

 

3.5  Comisión por encima de AIU. 

Podemos mencionar como otra actividad que llama la atención del ente de 

control aquella en la cual las empresas de vigilancia ofrecen a título de comisión por 

consecución de contratos de vigilancia valores superiores al AIU, es decir, superiores a 

la ganancia esperada mediante la ejecución de dicho contrato, no pudiéndose explicar 

ni soportar legalmente los dineros que son utilizados para solventar la ejecución del 

contrato, presumiendo por tanto la entidad de control que estas empresas son fachadas 

para la legalización de dineros ilícitos mediante la utilización de una actividad lícita 

como lo es la prestación de servicios de vigilancia y seguridad privada.  

 

3.6  Cesión de recaudo de facturación. 

 Con el fin de explicar esta actividad ilegal se puede decir que es aquella en la 

cual, las empresas de vigilancia y seguridad privada sobornando a una tercera 

persona, ofrecen el pago de una o más facturas a dicho tercero con el fin de que le sea 

adjudicado el contrato de vigilancia correspondiente.  

 

3.7  Cartel de la Vigilancia. 

 Finalmente encontramos el famoso y nombrado “Cartel de la Vigilancia” en el 

cual se pudo establecer por los entes de control que, un grupo empresarial limitaba la 



competencia en procesos de contratación pública simulando ser competidores 

autónomos e independientes con el fin de ser adjudicatarios en los procesos de 

contratación.  

Es así como, por lo indicado anteriormente y con el fin de reducir la probabilidad 

de la materialización de los riesgos LA/FT/CO/SO y minimizar las consecuencias que 

puedan derivarse en caso de dicha materialización al interior de las empresas de 

vigilancia y seguridad privada, se hace necesario proponer en este ensayo una 

metodología para la valoración y tratamiento de este tipo de riesgos. 

 

3.8  Empresas fachada 

El mercado de la seguridad privada es muy propenso a que se establezcan 

empresas ilegales que ofertan sus servicios a un costo inferior de las tarifas estándar 

que emite la Superintendencia de Vigilancia y seguridad privada, facilitando la 

incorporación de dinero ilícito a través su actividad comercial y/o tráfico de armas y 

municiones, recientemente en los medios de comunicación se dió a conocer que el 

30% de las empresas que operan en el país son ilegales. ( Blu Radio, septiembre 

2018) 

      Uno de los escándalos más sonados en relación a este tema, salió a la luz a 

finales de 2014 y tiene que ver con un mega contrato de la Unidad Nacional de 

Protección (UNP) con la empresa de vigilancia Vise Ltda. Antes de firmar con esa 

dependencia, Vise Ltda., prestaba servicios de seguridad al Ministerio del Interior, que 

la había contratado por intermediación del entonces Superintendente de Vigilancia, 

quien había sido asesor de la firma. Un negocio redondo. 

 

3.9 Financiamiento de grupos terroristas por parte de empresas privadas 

     Esta tipología puede darse en zonas donde confluyen grandes empresas privadas y 

actores del conflicto cuya presencia histórica ha determinado su control territorial. Así, 

se dan alianzas entre las partes para que el funcionamiento de ambas sea viable. 

Dichas alianzas pueden involucrar el tráfico de armas, municiones y material de 

intendencia en general, por parte de la empresa legal para suplir al grupo armado. 



Fácilmente estas operaciones ilegales podrían darse -de forma directa o indirecta- a 

través de los servicios de vigilancia y seguridad privada que operen en la región.  

 

     3.1.1 Cobro de extorsiones por seguridad o permiso 

     Tienen dos modalidades: la exigencia de pago a empresarios o propietarios de tierra 

en los territorios de operación de grupos al margen de la ley, para prestarles seguridad 

o acompañamiento durante sus desplazamientos. A pesar de que la modalidad parece 

un asunto impositivo, ya se ha descrito en la introducción de este ensayo que muchas 

veces se trató de alianzas aparentemente legales entre empresarios y grupos armados 

disfrazados de cooperativas de seguridad privada. La otra modalidad consiste en el 

pago por permisos de operación en las regiones. Ambas tienen que ver con figuras de 

autoridad que están armadas y ostentan el control sobre determinada zona. 

 

     3.1.2 Suministro de bienes, víveres o ganado para grupos ilegales 

Para llevar a cabo sus actividades delictivas, los grupos armados ilegales necesitan 

elementos de logística principalmente para el sostenimiento de sus integrantes. De 

esta forma, algunas veces exigen como pago por secuestro o extorsión, el suministro 

de elementos específicos para cubrir las necesidades de la organización (UIAF, 

2013). 

     Entre dichos elementos pueden encontrarse los que sirven a la actividad logística de 

la organización criminal, como radios, celulares, uniformes, botas militares, entre otros 

que son de fácil acceso para los servicios de vigilancia y seguridad privada.      

 

        3.1.3  Operaciones “cenicienta” 

     Conocidas como “secuestros express” o “paseos millonarios”. La víctima es 

abordada de noche (antes de las 12) para que retire, bajo amenaza, dinero de sus 

cuentas bancarias. Es retenida hasta la madrugada siguiente (después de las 12) para 

que sea posible retirar la suma de dinero permitida por los bancos cada nuevo día. La 

complicidad de las empresas de vigilancia podría radicar tanto en la facilitación de 

armas de dotación que sirven para intimidar a la víctima, como en la complicidad para 

el acceso a los cajeros electrónicos y los retiros inusuales. 



 

3.1.4 Compra de armamento y munición en el mercado negro:  

Algunas empresas de vigilancia y seguridad privada han estado involucradas en la 

obtención de armamento en el mercado negro, principalmente por su facilidad en la 

adquisición y el bajo costo  de las mismas. “Una vez compradas las armas de manera 

ilegal, los encargados de las empresas de vigilancia remarcan el armamento, es decir, 

borran el número de serie y lo remarcan con el número de un arma legalizada. Estas 

son enviadas a otras ciudades en las que las compañías de vigilancia tienen 

sucursales. Ahí no termina la ilegalidad. Las empresas cuando son requeridas por las 

autoridades, entre ellas, la Superintendencia de Vigilancia, entregan copias de los 

registros de las armas legales o falsifican la documentación. Todo un entramado ilegal 

en empresas a las que los colombianos les hemos confiado la seguridad.” (Revista 

Semana, 2016). 

Uso de equipos para actividades diferentes 

Ver cada caso SEMOMECAU 

 

 

4. Señales de alerta en los servicios de Vigilancia y Seguridad Privada 

Se debe tener en cuenta que las señales de alerta, son aquellas situaciones o 

comportamientos inusuales,  que se presentan al interior de las empresas, y que 

pueden estar relacionados en operaciones de lavado de activos y financiación del 

terrorismo. A continuación, se describen las señales de alerta de  mayor incidencia en 

las empresas de Vigilancia y Seguridad Privada. 

4.1 Constitución de empresas dedicadas a la seguridad privada, en zonas con 

presencia 

de grupos armados al margen de la ley y donde la demanda de los servicios de 

seguridad es mínima. 

4.2 Empresas recién creadas  y que al poco tiempo su volumen de ventas es 

exagerado con respecto a otras empresas del sector. 



4.3 Documentos de identificación inusuales como los salvoconductos que 

presentan alteraciones, que son adulterados o ilegibles que dificultan su verificación y 

/o legalidad. 

4.4 Las empresas que se rehúsan a proporcionar información completa, como 

actividad principal, referencias, nombre de directores, estados financieros. 

4.5 Compañía extranjera que tenga sucursales en nuestro país, la cual envía pagos 

o depósitos a empleados extranjeros,  radicados en nuestro país trabajando para la 

supuesta compañía (fachada). 

4.6 Portafolio de servicios a bajo costo respecto a las tarifas establecidas por la 

SVSP. 

4.7 Inversión de  capitales o socios provenientes de territorios o países 

considerados no cooperantes, por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), 

o paraísos fiscales o regímenes fiscales preferenciales nocivos, por la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). ( compliance,2013) 

 

 

5. Conclusiones 

 

     5.1. Colombia podría considerarse un foco para el lavado de activos y la financiación 

del terrorismo dadas las condiciones históricas que ha sentado el conflicto armado en 

el territorio: la concentración de grupos armados ilegales, el terrorismo que propician, la 

proliferación de cultivos de uso ilícito que son su combustible y la devastación que ha 

traído la guerra a ciertas regiones del país donde pululan la pobreza y la corrupción en 

paralelo. Es por ello que los diferentes sectores reportantes de riesgos LAFT deben 

articularse en la lucha contra este flagelo que, además de permear todas las esferas 

sociales con su gran poder corrosivo, afecta a las economías legales que intentan 

prosperar en medio de tal panorama: que resisten una ilegalidad que no sólo es 

técnica, sino que va de la mano con los crímenes de lesa humanidad que se cometen 

en un país que hace más de cincuenta años está intentando salir a flote. 

 

 



     5.2. Como se evidencia en el cuerpo del ensayo, las tipologías relacionadas con 

cada actividad económica son variadas y complejas: un gran entramado de técnicas 

usadas por décadas por los criminales para los fines del contrabando, el lavado de 

activos y la financiación del terrorismo. Es por ello que la recomendación a los sectores 

reportantes debe ser conocer los riesgos y señales de alerta y depurar sus instituciones 

de aquellos funcionarios cómplices de estas actividades. A pesar de que la criminalidad 

siempre encuentra caminos, es deber del Estado preservar para sí, para sus miembros, 

una economía que resista la criminalidad reinante.  

     5.3. Como sector reportante y por orden de la Superintendencia de Vigilancia y 

Seguridad Privada -adscrita al Ministerio de Defensa- los servicios de vigilancia y 

seguridad privada deben valerse de las herramientas proporcionan la UIAF, la DIAN, la 

UNODC para cumplir con la obligación que adoptaron, por medio de las dos circulares 

citadas, de elaborar manuales que permitan el funcionamiento del SIPLAFT en las 

empresas en las que son contratados. Esta labor debe ser concienzuda respecto al 

contexto de la empresa, el sector económico al que se adscribe y el cual determina los 

factores de riesgo y señales de alerta. Lo anterior para un funcionamiento en los 

márgenes de la legalidad y en caso tal, un oportuno reporte de operaciones inusuales o 

sospechosas a la UIAF. 

     5.4. El sector de la vigilancia y la seguridad privada es vulnerable a la filtración de 

casos de lavado de activos y financiación del terrorismo por varias condiciones. La 

primera es el uso de armas y material de intendencia, que puede ocasionar proclividad 

al tráfico y la consecuente violencia enmarcada la delincuencia común y el conflicto 

armado. La segunda condición es el riesgo de contagio por cuenta de contratos 

desfasados con entidades del Estado o empresas privadas, en los que puede haber 

transacciones con dinero producto de actividades ilícitas. Finalmente, un factor de 

riesgo enorme es la falta de regulación en el funcionamiento de empresas del sector: 

según la revista Dinero, una de cada tres son empresas ficticias, fachadas para la 

comisión de todo tipo de crímenes, incluidos el lavado de activos y la financiación del 

terrorismo. Lo anterior constituye un llamado urgente al Estado y la Superintendencia 

de Vigilancia y Seguridad Privada para insistir en la adopción de las medidas 

consignadas en las circulares citadas y sancionar debidamente los incumplimientos. 
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